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OPINIÓN N.° 087-2007/DOP
Consultante
:
Petróleos del Perú S.A. - PETROPERÚ
Asunto
:
Reducción de prestaciones
Referencia
:
Carta N.º LEGL-188-2007
1. CONSULTA.

A través del documento de la referencia, el Gerente General de Petróleos del Perú S.A, en adelante PETROPERÚ, consulta si, la decisión de reducir prestaciones por montos superiores al 30% del monto del contrato contraviene lo dispuesto por el Reglamento de Adquisiciones y Contrataciones de Petróleos del Perú S.A, aprobado mediante Resolución N.º 456-2006-CONSUCODE-PRE, en adelante el Reglamento de PETROPERÚ.

Adicionalmente, consulta si, en el caso que las reducciones por montos superiores a 30% no contravengan lo dispuesto por el Reglamento, debe modificarse su Cuadro de Niveles de Aprobación vigente a fin de viabilizar las citadas reducciones.   
2. 
ANÁLISIS.

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley y el procedimiento 8 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

2.1 El segundo párrafo del numeral 10.1 del artículo 10 del Reglamento de PETROPERÚ establece que los contratos que suscriba dicha Entidad “podrán ser materia de ampliaciones o reducciones por acuerdo entre las partes”, precisando que “por PETROPERÚ, la aprobación de tales ampliaciones o reducciones se realizará según el Cuadro de Niveles de Aprobación vigente”.

Por su parte, el Cuadro de Niveles de Aprobación de Adquisiciones y Contrataciones de PETROPERÚ, que fuera aprobado por Resolución N.º 456-2006-CONSUCODE-PRE como documento complementario para la aplicación del Reglamento, dispone que “las reducciones hasta un máximo de 15% del monto original del contrato, serán aprobadas por el mismo nivel que suscribió el contrato […]. Reducciones superiores hasta el 30% serán aprobadas por el nivel inmediato superior al que suscribió el contrato […]”.
2.2  Resulta importante señalar que el Cuadro de Niveles de Aprobación de Adquisiciones y Contrataciones de PETROPERÚ vigente fue aprobado por CONSUCODE como parte integrante del Reglamento, en tanto regulaba supuestos y procedimientos relacionados con las contrataciones de la Entidad, sin limitarse a indicar al funcionario o nivel que debería aprobar tales supuestos y/o procedimientos.

2.3 De lo anterior resulta claro que el Reglamento debe ser aplicado de forma concordante con las disposiciones contenidas en la totalidad de los documentos que lo integran; por tanto, aun cuando el artículo 10º del Reglamento ha previsto la posibilidad de ampliar y/o reducir prestaciones durante la ejecución de un contrato sin establecer un límite porcentual para éstas, supedita tales ampliaciones y/o reducciones a la aprobación del funcionario competente, el que, a su vez, debe ser aquel que indique el Cuadro de Niveles de Aprobación que se encuentre vigente a la fecha de la reducción y/o ampliación.

2.4 Ahora bien, de la lectura del Cuadro de Niveles de Aprobación vigente se aprecia que dicho documento ha previsto quién será el funcionario competente para aprobar ampliaciones y/o reducciones hasta el 15% del monto original del contrato y quién será el funcionario competente para aprobar ampliaciones y/o reducciones que, superando el 15%, no sean superiores al 30% del monto original del contrato.
Como se observa, ni el Reglamento ni el Cuadro de Niveles de Aprobación, documento complementario que forma parte de dicho Reglamento, han previsto de forma expresa la posibilidad de ampliar y/o reducir prestaciones superiores al 30%.

2.5 En este punto es importante precisar que en materia administrativa rige el principio de legalidad o principio de sujeción de la Administración a la legislación, el cual “exige que la certeza de validez de toda acción administrativa dependa de la medida en que pueda referirse a un precepto jurídico o que partiendo desde éste, pueda derivársele como su cobertura de desarrollo necesario.
” Así, la correcta aplicación del citado principio implica “que mientras los sujetos de derecho privado, pueden hacer todo lo que no está prohibido, los sujetos de derecho público sólo pueden  hacer aquello que le sea expresamente facultado.
”.
2.6 En esa medida, considerando que en el derecho público el principio de legalidad posee una significación distinta a la de otros ordenamientos de naturaleza privada, en el sentido de sujetar la actuación de la Administración Pública a lo expresamente reconocido en las normas correspondientes
, se tiene que para aprobar o pactar una adicional o una reducción que supere el 30% del monto original del contrato, las normas aplicables deben haber previsto tal supuesto e indicar al funcionario u órgano al que le corresponde autorizarla
.

4. 

CONCLUSIONES.

4.1
En el derecho público la actuación de los sujetos requiere de una habilitación legal previa; por lo que, a diferencia del derecho privado donde lo que no está prohibido expresamente está permitido, los funcionarios públicos sólo pueden actuar dentro de las facultades que la normativa les otorga de forma expresa.

4.2 En la medida que el Reglamento de PETROPERÚ, concordado con los documentos complementarios que lo integran, no ha previsto expresamente la posibilidad de aprobar ampliaciones y/o reducciones que superen el 30% del monto original del contrato ni ha facultado a funcionario u órgano alguno para ello, aprobarlas constituiría una trasgresión a dicho Reglamento. 
Jesús María, 23 de octubre de 2007.
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� 	A diferencia del derecho privado —ámbito dentro del cual se verifica la preeminencia de la autonomía de la voluntad de los privados— donde lo que no está prohibido por Ley expresa está permitido; en el derecho público, la actuación de los sujetos requiere de una habilitación legal previa. 





�          En relación con la atribuciones de los funcionarios públicos, en caso de vacío del Derecho, rige   


el principio hermenéutico que señala que sólo puede hacerse lo que está expresamente atribuido. Vid. RUBIO CORREA, Marcial. El Sistema Jurídico. Fondo Editorial de la PUCP. Sexta Edición. Setiembre 1993. pág 280-283.








